Abelardo Levaggi, Confederación y federación en la génesis del Estado argentino, Buenos Aires: 
Universidad de Buenos Aires, 2007, pp. 11-12; 19-21; 33-35; 52-54; 66-68; 87-94. 


Hoy en día no se duda de que, cuando se habla de federación y confederación, se está en presencia de dos 
conceptos bien diferenciados. La federación es una forma de Estado que supone a la soberanía compartida 
entre la nación y las provincias o Estados que la integran, aquélla con jurisdicción general, y éstos con jurisdic- 
ción local, mientras que la confederación es una asociación de Estados independientes, unidos por un tratado, 
para lograr determinados fines en el plano internacional. 


Mas no siempre fueron éstos los significados. Tanto el Estado federal como las simples alianzas y las con- 
federaciones de Estados, fueron designados hasta el siglo XIX con la misma voz: federación, o vinculados 
mediante una relación de género a especie. 


Las palabras, y los sistemas políticos que pasaron a designar, tuvieron en la realidad un origen independiente. 
Sólo en una etapa ulterior se produjo su convergencia y, más tarde aún, a mediados del siglo XIX, su especifi- 
cación actual. 


El origen de las palabras-clave en lengua romance es latino: foedus-eris, con el significado de alianza, trata- 
do, unión, liga, pacto, estipulación. De foedus se derivaron el verbo foederare: unir por medio de una alianza, 
y el sustantivo foederatio-onis: alianza. A su vez, foedus procedería de otro sustantivo latino: fides-ei, que 
quiere decir, como primera acepción, fe, confianza, fidelidad, valores éstos que se presuponen en toda alianza 
o unión, por ser esenciales a ellas. O sea, que coinciden el sentido metafórico y el real. En cuanto a la voz con- 
federar, procede de confoederare, cuyo significado es: unir por tratado, asociar. 

y 


A la familia de palabras derivadas del sustantivo foedus-eris, pertenecen, siempre en las lenguas romances: 
feudalismo, federalismo, federación, confederación, y los adjetivos correspondientes: feudal, federal, confede- 
ral. 


Denominador común de todos estos conceptos, haciendo abstracción de sus especificaciones históricas, es, 
pues, un sistema sociopolítico basado en una alianza de las partes concurrentes: señoríos, Estados, provincias, 
etc. Pufendorf y Monstesquieu dieron sendas definiciones sintéticas y expresivas del federalismo lato sensu: 
un Estado que contiene en sí a otros Estados, y “una sociedad de sociedades, respectivamente. 


Ls.) 
Estados Unidos 


En las colonias inglesas de la América del Norte, los primeros en usar la palabra federación habrían sido los 
puritanos del siglo XVII, al hablar de “teología federal; expresión con la que designaban el supuesto convenio 
celebrado entre Dios y los colonos. A fines de ese siglo y comienzos del siguiente, la expresión se extendió a los 
acuerdos entre Estados. 


Tras la independencia de Inglaterra en 1776, las ex colonias suscribieron el 15 de noviembre de 1777 los 
“Artículos de Confederación y Perpetua Unión, que entraron en vigencia el 19 de marzo de 1781. Por el art. 1°, 
“esta Confederación se denominará } y por el 2, “cada Estado conserva su soberanía, libertad e independencia, 
y toda jurisdicción, facultades y derechos que por la presente Confederación no se hubieren delegado expre- 
samente al Congreso delos Estados Unidos: 


Único órgano de la Confederación era el Congreso Continental, en el que cada Estado tenía un voto. Ca- 
recía de órgano ejecutivo y sólo tenía una embrionaria organización judicial. El Congreso dirigía la política 
exterior, declaraba la guerra y la paz, establecía los sistemas postal y de pesos y medidas, y atendía las relacio- 
nes con los indígenas. Dos tercios de los Estados eran mayoría suficiente para resolver en materia de fuerzas 
armadas, tratados, presupuesto, moneda y deuda pública. Las atribuciones sobre tributación y comercio, y 
forma de solucionar las disputas entre Estados, fueron retenidas por éstos. 


La Convención de Filadelfia, reunida para revisar los Artículos, convirtió a la Confederación en lo que más 
tarde se denominó un Estado federal. En el Preámbulo de la nueva Constitución, aprobada el 17 de setiem- 
bre de 1787, se afirmó la voluntad de “formar una Unión más perfecta” Aludió a la soberanía nacional en la 
oración “Nosotros, el pueblo de los Estados Unidos... ordenamos y establecemos esta Constitución, pero esa 
afirmación se contradecía con la que declaraba ser la voluntad de los Estados, “expresada en la Convención 
con el acuerdo unánime de los Estados presentes, y la exigencia de confirmación por nueve de ellos para su 


entrada en vigor. 


Los Estados pasaron a ser autónomos, aunque no faltaron quienes siguieron considerándolos soberanos. La 
Unión recibió las competencias necesarias para vigorizar su existencia, entre ellas el gobierno directo de la 
población. Los poderes no delegados por medio de la Constitución continuaron en cabeza de los Estados. Nin- 
guna cláusula de la Constitución declaró el cambio que operaba en el sistema político. La Unión y los Estados 
siguieron llamándose así. Pero la nueva distribución de poderes, efectuada con ventaja para la Unión, no dejó 
dudas acerca de que se trataba de un modelo diferente de organización federativa. 


[...] Sin embargo, El Federalista describía a la Constitución como “parcialmente nacional parcialmente fe- 
deral) entendida esta palabra con el significado de alianza o pacto que entonces se le daba. 


“Desde el punto de vista de su fundamento, es federal, no nacional -según James Madison-; por el origen de 
donde proceden los poderes ordinarios del gobierno, es en parte federal y en parte nacional; por la actuación 
de estos poderes, es nacional, no federal; por la extensión de ellos es, otra vez, federal y no nacional, y, final- 
mente, por el modo que autoriza para introducir enmiendas no es totalmente federal ni totalmente nacional 


[..] 


Para la recta comprensión de las fuentes que serán analizadas, es indispensable tener presente algunas no- 
ciones previas. A saber: 


1) para una parte importante de la opinión pública, compuesta tanto de federales como de unitarios del 
interior, la acefalía del trono español, motivada por la prisión del rey y la falta de regente, produjo el efecto 
de que la soberanía retrovirtiese a cada uno de los pueblos o ciudades que componían el Virreinato (para no 
hablar del resto de la Monarquía, al cual era, asimismo, aplicable) y no, en su totalidad, y de forma indivisa, a 
una supuesta nación rioplatense, en sentido político, como sostenían los partidarios del centralismo porteño; 


2) el depósito de la soberanía en cada uno de los pueblos hacía a todos iguales, borraba las jerarquías esta- 
blecidas por la constitución indiana entre capitales y ciudades subordinadas, y dejaba a cada pueblo en plena 
libertad para decidir su destino; 


3) sin embargo, como tenían conciencia de integrar una misma comunidad nacional, en sentido históri- 
co-cultural, abrigaban el propósito de mantenerse unidos, de concertar un nuevo pacto político, y de organi- 
zarse como Estado mediante una constitución. Hasta que llegara ese momento, en la etapa constituyente o 
inorgánica en que estaban, las relaciones entre ellos habían de ser de coordinación, las decisiones se tomarían 
por el voto unánime dado en congreso, y la constitución tendría que ser ratificada por los propios pueblos; 


4) en las relaciones de coordinación, de tipo confederal, se regirían por el Derecho de gentes, dado que en el 
ínterin eran Estados independientes los unos de los otros. Eso significaba que las decisiones que los afectaban 
debían ser adoptadas por pacto o acuerdo de voluntades —conforme a poderes e instrucciones, si se actuaba 
por medio de apoderados, carácter que tenían los diputados enviados a los congresos constituyentes— y con 
sujeción a las susodichas leyes de coordinación, unanimidad y ratificación. 


De estas premisas teóricas debe partirse para entender las propuestas federativas y confederales, con las 
cuales estaban íntimamente consustanciadas. 


Desde 1810 se invocaron la federación o confederación como solución alternativa del Estado consolidado o 
unitario, en base al conocimiento que se tenía de ellas a través de las obras de publicistas tales como Montes- 
quieu y Mably, además de documentos angloamericanos. Pero sólo al año siguiente la idea cobró notoriedad 
y se esparció. 

El discurso federal no fue compartido, obviamente, por los prosélitos del predominio porteño, basados en el 
dogma de la soberanía nacional, que afirmaban la existencia desde entonces de relaciones de subordinación 
o dependencia entre las ciudades o pueblos, y para quienes las palabras federación y confederación tenían un 
significado muy diferente, como se comprobará. 


No hay que confundir unitarismo con centralismo. El centralismo bonaerense se mantuvo inalterable a 
despecho de la forma de Estado vigente, fuera ésta la república unitaria, la confederación o el Estado federal. 
Bien acota Segreti, que el centralismo no es una forma de Estado sino una forma de administración. Afecta a 
la política gubernamental y no a la estructura institucional. La tendencia la centralización no varió durante el 
medio siglo estudiado, si bien supo adaptarse a la circunstancia imperante en cada momento. 


[a] 


Banda Oriental. Ideario de Artigas 


Según Chaves, fue el gobierno del Paraguay el que despertó el interés de José Gervasio de Artigas por la 
federación. El caudillo oriental se lo habría reconocido en una nota: todos estaban decididos al “sistema de 
confederación que manifiesta V. S. tan constantemente”. 


Artigas, quejoso de la conducta hegemónica que observaba Buenos Aires, expresó a la Junta paraguaya que 
los orientales, en el “goce de sus derechos primitivos, se conservaban por sí, “no existiendo hasta ahora un 
pacto expreso que deposite en otro pueblo de la confederación la administración de su soberanía” En el mismo 
sentido, instruyó al comisionado ante el gobierno de Buenos Aires, Tomás García de Zúñiga, que la soberanía 
particular de los pueblos sería precisamente declarada como objeto único de la revolución. 


En el año 1813, calificado por Héctor Gross Espiell como “el de la definición de los conceptos; en el mes de 
abril, se reunió el Congreso de Tres Cruces para decidir la forma como se reconocería la Asamblea General 
Constituyente instalada en Buenos Aires. 


Artigas expuso lo siguiente: “su reconocimiento nos ha sido ordenado” Lo había sido por el jefe del Ejército 
de la Banda Oriental, José Rondeau. Se reconocería “por obedecimiento o por pacto”. A su juicio, no había un 
solo motivo de conveniencia para lo primero que no fuera contrastable con lo segundo, con la ventaja de que, 
siendo por pacto, se conciliaba el todo con la inviolable libertad de los orientales. Proponer, pues, el pacto, “ni 
por asomo se acerca a una separación nacional: garantir las consecuencias del reconocimiento, no es negar el 
reconocimiento, sentenció. 


Una comisión especial, integrada por Juan José Durán, León Pérez y Pedro Fabián Pérez, redactó las ocho 
condiciones, que daban forma al pacto propiciado por Artigas. Todas fueron aceptadas. De ellas nos interesan 
las dos siguientes: “6* Será reconocida y garantida la confederación ofensiva y defensiva de esta Banda con el 
resto de las Provincias Unidas, renunciando cualquiera de ellas a la subyugación a que se ha dado lugar por la 
conducta del anterior gobierno. 


“7° En consecuencia de dicha confederación se dejará a esta Banda en la plena libertad que ha adquirido 
como provincia compuesta de pueblos libres; pero queda desde ahora sujeta a la constitución que emane y 
resulte del soberano congreso general de la nación [...)”. 


Las Instrucciones expedidas a los seis diputados ante la Asamblea, a saber: Felipe Cardoso, Dámaso Gómez 
Fonseca, Dámaso Antonio Larrañaga, Francisco Bruno de Rivarola, Marcos Salcedo y Mateo Vidal, concor- 
daron con lo que se había resuelto. Por la 2°, “no admitirá otro sistema que el de confederación para el pacto 
recíproco con las provincias que forman nuestro Estado”; por la 4°, “cada provincia formará su gobierno [...] 
a más del gobierno supremo de la nación”; y por la 115, “esta provincia retiene su soberanía, libertad e inde- 
pendencia, todo poder, jurisdicción y derecho que no es delegado expresamente por la confederación a las 
Provincias Unidas juntas en congreso”. 


Los diputados, salvo Gómez Fonseca, no fueron admitidos por la Asamblea, que declaró nulos sus poderes. 


[...] 
Pueblos soberanos. Jujuy entre la confederación y la unidad de régimen 


Jujuy, desde 1811, sostuvo con energía sus derechos soberanos ante Salta y Buenos Aires. El consenso gene- 
ral era favorable a la soberanía de las provincias. El propio Triunvirato porteño, para justificar la disolución de 
la Asamblea que en abril de 1812 se había declarado “suprema; invocó como primera razón el haber atentado 
contra los “derechos soberanos de los Pueblos” La sanción por la Junta Grande del Reglamento de Juntas Pro- 
vinciales, el 10 de febrero de 1811, fue el disparador de la reacción jujeña. 


El Cabildo fijó su posición ante la Junta de Buenos Aires en los términos siguientes: “que en el nuevo sistema 
de gobierno esta ciudad con el recinto de su jurisdicción [...] debe ser reputada como una pequeña república 
que se gobierna a sí misma [...]. Que cada ciudad jure amistad, mutuo socorro, y perfecta hermandad con las 
demás del Reino” Tales ideas, así se expresó, “se fundan y reciben su fuerza del derecho natural. Al sistema 
general de la Nación, tampoco contradice esta empresa en parte alguna” Tan fuerte era su sentimiento de 
igualdad como de unión con las demás provincias. 


El diputado Juan Ignacio de Gorriti presentó un memorial contra el Reglamento, haciendo “mérito de la 
igualdad de derechos que hoy tienen todos los pueblos” Se había proclamado la igualdad, mas estaba “en opo- 
sición con nuestros principios un orden que exalta a unos, y deprime a los más. Es injusto, porque se falta en el 


punto más esencial a los pactos con que todas las ciudades se unieron a este gobierno”. 


Se hizo cargo de la probable objeción de que se iba a tocar en el “sistema federaticio; respondiendo a eso 
que “vamos a estrechar y fortificar la unión de todo el cuerpo del Estado con el gobierno supremo constitui- 
do por los mismos pueblos. Este queda hecho el centro de la unidad: el punto único adonde van a terminar 
todas las relaciones de cada pueblo. Vamos a dar una forma simple y muy sencilla al sistema —sostuvo—, y 
adelantamos un paso muy glorioso hacia la libertad política a que aspiramos, cuando la dependencia en que 
tenemos a las ciudades no diste una línea del federalismo, que es el término de la servidumbre” Se refería al 
federalismo con el significado de confederación, en que Jujuy entendía conciliada la soberanía de las ciudades 
con su vocación a la unidad. 


Insistió Gorriti al mes siguiente. La Junta de Mayo se había dirigido “a los pueblos mismos, a los cabildos sus 
representantes, como a personas emancipadas ya que eran sui iuris para deliberar de su futura suerte. Enton- 
ces se rompieron los lazos que ataban a las ciudades con los gobiernos de las provincias”. 


No se trata, en realidad, de los primeros documentos del federalismo político argentino, tal como se en- 
tiende hoy la expresión, sino del confederacionismo, por el cual Jujuy, como otras ciudades, abogaba en esa 
instancia previa a la constitución. Para ésta, la forma preferida por Jujuy era la unitaria”. 


El deán Gregorio Funes respondió la tesis jujeña. No había sido el ánimo de la Junta “barrenar la antigua 
constitución que nos gobierna; así porque esto traspasaba sus límites, como porque (nada hubiese sido más 
desastrado, como otra) nueva” Consideró que la pretensión de sus vecinos atacaba de frente la única constitu- 
ción que tenían, desorganizaba el Estado, lo reducía a la anarquía, y ponía en desorden el sistema de las leyes”. 


Mendoza adoptó, asimismo, una posición firme en pro de su soberanía. Su diputado ante la Asamblea que 
se iba a reunir en Buenos Aires, Bernardo Monteagudo, fue separado y reemplazado por el Cabildo porteño. 
La corporación mendocina reaccionó indignada. Habló del justo sentimiento causado en los vecinos por la 
privación de “una regalía que creía había vuelto a recibir de la naturaleza” Negó que el Cabildo de Buenos Aires 
tuviera jurisdicción alguna sobre la ciudad de Mendoza. La extensión de sus facultades al nombramiento de 
suplentes era una medida que no hacía mucho habían reputado por odiosa, ejercida por las Cortes reunidas 
en la isla de León. Semejante procedimiento no podía adoptarse sin conmover las bases, y trastornar los prin- 
cipios proclamados. “La creación y formación de asambleas tiene por principal objeto consultar la voluntad 
de los pueblos —remató—. ¿Y cómo podrá llamarse ésta, si el Cabildo de Buenos Aires nombra suplentes que 
compongan aquélla?” 

El pedido de igualdad de los pueblos del interior encontraba su traducción institucional en el sistema de con- 
federación, compartido por partidarios del Estado unitario, como sucedía con Gorriti, y del Estado federal, 
eso sin negar la nacionalidad, sino afirmándola?. 


Confederación sui generis con vocación nacional. Alcance de la soberanía e independencia de las provincias. 


Esta década fue la más rica en definiciones del Estado federal. Lo fue, no sólo por la abundancia de escritos 
y disertaciones doctrinales, sino porque sus autores revelaron un conocimiento más exacto de la esencia y 
características del sistema. Además, fue ya inequívoca la determinación mayoritaria de ir, desde la confedera- 
ción, al Estado federal. 


La sublevación del Ejército del Norte en la posta de Arequito el 7 de enero de 1820, seguida el 19 de febrero 
de la derrota del director supremo José Rondeau en Cepeda, a manos de Estanislao López y Francisco Ra- 
mírez, provocaron la disolución del gobierno nacional, representado por el Directorio y el Congreso, y la plena 
asunción por parte de las provincias de sus derechos soberanos. 


El Bando del Cabildo de Buenos Aires, en quien aquellas autoridades dimitieron, dictado a consecuencia de 
ese acto, dejó constancia de que ambas habían estado “muy distantes de contradecir o violentar la voluntad 
general libre de los pueblos; y que fue en cumplimiento de sus deseos que renunciaron. 


La mal llamada “anarquía de 1820 mal llamada porque las provincias no quedaron acéfalas, fue, en realidad 
—como bien la definió Ricardo Levene—, “la Revolución de Mayo en marcha” Recobraba su ritmo originario, 
destruyendo las jerarquías políticas de las intendencias. A juicio de Levene, nunca había sido más profundo el 
sentimiento de solidaridad de las Provincias Unidas, y el de defensa de la integridad del territorio, sumados a 
la voluntad inquebrantable de constituir la Nación. 


Varias décadas después, el periódico El Nacional señaló que “ningún gobierno de los pueblos de la República, 
exceptuando el Paraguay, ha pretendido constituirse en nación independiente y la soberanía que cada uno 
ha ejercido durante la disolución del Estado se ha limitado a su mero gobierno interior [...]. Ningún pueblo 
ha exigido ser considerado como un Estado soberano, como una persona moral, independiente de los otros 
pueblos” 


Ernesto H. Celesia observó, coincidentemente, que las declaraciones de independencia y soberanía de las 
provincias habían dado lugar al error de considerar disuelta la Nación, sumida en un estado general de anar- 
quía, cuando era el más decidido paso hacia la organización nacional. Los pueblos y sus caudillos querían la 
unidad de la Nación. Por ello, reconocieron siempre su existencia y supremacía. Su discrepancia era con el 
grupo centralista de la capital, al cual rehusaban someterse. Las declaraciones de independencia sólo rompían 
la estructura externa, la forma de la unión, pero la unión misma nadie pensó en destruirla”. 


Sorprende a Chiaramonte el que, pese a la desaparición del gobierno central, se conservara la denominación 
“provincia; en parte como formal referencia a su posible reinstalación luego de un nuevo congreso constitu- 
yente, pero con la afirmación de independencia estatal. La supuesta indefinición del status obedecería a una 
insuficiencia para declararse Estados totalmente independientes, a la vez que integradas en un Estado riopla- 
tense. Se mantenían en la “ambigua condición” de Estado libre, independiente y soberano, y seguían usando el 
nombre de provincia, que remitiría a una posición subordinada en una unidad política mayor. Hasta 1852 no 
habrían podido trascender del fuerte autonomismo que las dominaba. El federalismo que invocaban, “limita- 
do de hecho a un confederacionismo, no pudo afirmarse —según él- en su “momento nacional) quedándose 
en el “momento autonomista” 


Considero erróneo el planteo. Aun sin considerar que Entre Ríos y Tucumán adoptaron el nombre de Re- 
pública, nada hay de ambiguo ni paradojal, si se presta atención a que la declaración de soberanía e indepen- 
dencia, que iba unida al nombre provincia, no era absoluta, sino que estaba referida a los asuntos locales y la 
restringía el firme compromiso de constituir la unión nacional, Por otra parte, se olvida el doble significado 
con que se usaba la voz provincia: como división administrativa y como Estado de una confederación. 


El status de soberanía e independencia era el que correspondía a ese estado de cosas, un estado previo a la 
organización constitucional, aunque no puede ignorarse que después se siguió hablando en aquellos términos. 
Era el mismo status que se habían dado los Estados Unidos de Norteamérica por sus Artículos de Confede- 
ración. 

El único sistema idóneo para que las provincias se relacionaran era la confederación, una confederación que 
nacía sui generis, sin estructura orgánica alguna y meramente de hecho. Pero como la voluntad inequívoca, 
solemnemente manifestada, era integrarse en un Estado nacional, la adopción del nombre provincia, lejos de 
ser contradictoria, era una prueba palmaria de esa fuerte vocación. 


lead 


Si en aquellos tiempos había quienes, dominados por intereses sectarios, sacaban esas conclusiones, no debe 
hacerlas suyas el historiador. “Tanto en la década anterior, como en ésta, el federalismo sufrió ataques injustos 
de sus adversarios, con el fin de desacreditarlo. Por ejemplo, unas “Observaciones sobre la conducta de los di- 
sidentes del gobierno general de las Provincias Unidas con el especioso nombre de federales; aparecidas en la 
Gaceta de Buenos Aires entre el 21 de marzo y el 2 de mayo de 1821, hacían de aquél un sistema abominable. 


“El espíritu de anarquía disfrazado con el nombre de federalismo —decía— ha sido el veneno, que ha de- 
pravado, que ha corrompido el cuerpo político del Estado; el áspid, que ha roído las entrañas dela patria; la 
peste mortífera, cuyo contagio infeccionando un gran número de americanos, ha formado un gran número 
de criminales” 


La voz federación había perdido su natural significado, dejado de ser el “gobierno legítimo, bueno, y capaz de 
hacer la dicha de los pueblos[...] la unión constitucional de Estados en una sola nación, bajo de un solo gobier- 
no central) para convertirse en “una mera, o simple amistad o alianza, como las que suelen ajustar las potencias 
independientes entre sí, con tantas partes integrantes cuantas ciudades y villas tenía el país, por miserables 
que fueran, establecida a punta de sable, y a golpe de bala, por medio de convulsiones y de guerras. Acusaba a 
los federales de querer que todas las provincias fueran amigas por casualidad, y por benevolencia, mas no por 
leyes, y obligaciones -fundamentales. Francisco Ramírez era el principal destinatario de los ataques del editor. 


Aunque anteriores, pueden tomarse como respuesta las siguientes encendidas palabras de Bernardo Vélez: 
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“cuanto más os empeñéis, depravados, en denigrar ese sistema tanto mayor resulta vuestro crimen” Eran ellos 
quienes habían conducido la nación a esa dislocación, o disolución de sus partes, y diseminado en todos los 
corazones ese odio a la decantada unidad”. 


A modo de desmentida de los juicios adversos, Juan Bautista Bustos escribía desde Córdoba al Cabildo de 
Buenos Aires que las provincias querían “estrechar los vínculos de la unión por medio de una confederación 
que las ponga a cubierto del abuso del poder que tenga una más que la otra por más rica, poblada [que sea] o 
por su localidad más ventajosa”. 


Por su lado, Bernabé Aráoz se manifestaba decidido a declarar a Tucumán “República Federada con cargo 
de estar continuamente unida a las demás y de concurrir con sus diputados al Congreso que debe formarse”. El 
Preámbulo de la Constitución tucumana del 6 de setiembre de 1820 proclamó, en efecto, la “república libre e 
independiente, unida sí con las demás que componen la Nación Americana del Sud”. 


Partícipe de la misma idea, la Sala de Representantes de Córdoba anunció que, como provincia libre y sobe- 
rana, “no reconoce dependencia, ni debe subordinación a otra; que mira como uno de sus principales deberes 
la fraternidad y unión con todas, y las más estrechas relaciones de amistad con ellas, entretanto reunidas todas 
en Congreso General, ajustan los tratados de una verdadera federación en paz y en guerra”. 


Ante expresiones de esta naturaleza, reveladoras de una indudable vocación integracionista, la imputación, 
lanzada por los centralistas, de atentar contra la unidad nacional, carecía de fundamento. Aun cuando era 
cierto que la voz federación venía varios significados, entre los cuales figuraban el Estado nacional y la liga de 
Estados, cuando las provincias se refirieron a ella aludieron inequívocamente al Estado federal y no a la confe- 
deración de Estados. Por este sistema se regían, exclusivamente, en la etapa inorgánica en que aún se hallaban, 
etapa a la cual se adaptaba de modo cabal. 


[...] 


Hasta tanto constituyeran en congreso el Estado nacional federal, Córdoba —lo mismo que las demás— se 
declaró libre e independiente. Como su objetivo era la unión federativa, y abrigaba la esperanza de su realiza- 
ción en el corto plazo, se adelantó a establecer algunas normas, que formarían parte de la futura Constitución 
general. Todo esto en un orden progresivo, cuyo punto de partida era —insisto— la independencia provincial. 


Para interpretar mejor el pensamiento cordobés hay que referirlo al Reglamento Provisorio del 30 de enero 
de 1821, que tuvo como redactores a José Norberto de Allende y José Gregorio Baigorrí. “La provincia de 
Córdoba es libre e independiente —proclamó—-: reside esencialmente en ella la soberanía y le compete el 
derecho de establecer sus leyes fundamentales [...] en cuanto no perjudique los derechos particulares de las 
demás provincias y los generales de la Confederación” (Secc. 1*. Cap. 1°,art. 2”). “El Poder Ejecutivo de la pro- 
vincia será en ella el agente natural e inmediato del Poder Ejecutivo Federal para todo aquello que siendo de su 
resorte, o del Congreso General de los Estados, no estuviere cometido a empleados particulares” (Secc. 6°, cap. 
15, art. 1°). El examen y juzgamiento de la Constitución provincial “sobre si se opone o no a la autoridad de la 
Confederación, es privativo del Congreso General de los Estados” (Secc. 6*, cap. 13, art. 1°). 


De los tres artículos, el primero se reprodujo en el Código Constitucional Provisorio del 1° de febrero de 
1847. Los otros dos, no. 


Las limitaciones incluidas en el Reglamento no le fueron impuestas por una voluntad nacional preexistente, 
como creyó Segreti, sino que emanaron de su propia soberanía, y de su voluntad de servir a la causa común” 


La previsión de un orden nacional, al cual quedaría sujeta la provincia, se encuentra, también, en el Estatuto 
Provisorio Constitucional de Corrientes del 11 de diciembre de 1821, al dejar “salvo todo aquello que haya o 
pueda corresponder al Cuerpo o Estado general en la Federación nacional” (Secc. 33, art. 3°), 


Entre Ríos, mediante el Estatuto Provisorio Constitucional del 4 de marzo de 1822, se constituyó “por ahora, 
y hasta la sanción y últimas declaraciones del Congreso General de todas [las provincias] sobre la forma de 
gobierno, en un formal Estado, y gobierno representativo, independiente” (Secc. 1*, art. 19). 


En igual sentido, Catamarca, independizada de Tucumán, afirmó en el Reglamento Constitucional del 11 
de julio de 1823, sus derechos “soberanamente, aun después de instalado el Congreso General, con tal que de 
algún modo no choque esta atribución a los derechos nacionales” (art. 26). 


San Juan declaró su independencia, ante todo de la capital intendencial: Mendoza. El 1° de marzo de 1820 
anunció que “reasumida su soberanía se declaraba pueblo independiente de la que hasta aquí había sido capital 


de provincia [...] hasta la reunión y declaración de la autoridad legislativa que hayan de constituir las provin- 
cias federadas, a cuyas deliberaciones queda únicamente sujeto el pueblo” Ambas provincias, más San Luis, 
como “Pueblos Unidos de Cuyo, pactaron “concurrir en cualquier tiempo a la reunión de un congreso general 
de las que se han denominado Provincias de Sud-América, para establecer un gobierno uniforme; 


Separada Santiago del Estero de Tucumán, una Asamblea electoral declaró a la provincia “uno de los terri- 
torios unidos de la Confederación del Río de la Plata” No reconoció “otra soberanía y superioridad sino la del 
Congreso de nuestros coestados, que va a reunirse para organizar nuestra federación” La Constitución local 
se formaría “según el sistema provincial de los Estados Unidos de la América del Norte, en tanto como lo 
permitan nuestras localidades”. 


Recién nacida la provincia de Buenos Aires, su gobernador, Manuel de Sarratea, suscribió con los jefes ven- 
cedores, López y Ramírez, el Tratado del Pilar. Protestaron que el voto de la Nación, y particularmente el de 
sus provincias, era “a favor de la federación que de hecho admiten” Se comprometieron a invitar a las restantes 
a reunirse en congreso general en el Convento de San Lorenzo” 


Sarratea dirigió una nota a los gobernadores y cabildos, exhortándolos a concurrir, ya que, de lo contrario, 
“la federación está acéfala” Si cada una obraba “en diverso sentido, y sin un centro de unión federal que dé im- 
pulso a los negocios comunes, dirija la guerra, nombre enviados][...] con quien deban entenderse todas las pro- 
vincias; resultaban inútiles las más sanas intenciones; La confederación — de eso se trataba— se mantendría 
acéfala mientras no hubiera una autoridad, colegiada o al menos unipersonal, que la representase, El Congreso 
de San Lorenzo fue un proyecto frustrado. 


Promovida por Bustos la reunión en Córdoba, y formalizada la convocatoria en el Tratado de Benegas, se 
repitieron los argumentos sobre la necesidad de la asamblea; Reflexionó la Gaceta de Buenos Aires que sin el 
congreso continuarían viviendo “unidos por accidente, federados sin leyes, asociados sin régimen, ciudadanos 
sin patria; 

Los diputados bonaerenses fueron a Córdoba a intentar por todos los medios que triunfase el sistema de 
unidad o, al menos, uno “conciliatorio de éste con el de federación, tomando del segundo ciertas ventajas y 
beneficios que dejasen a aquél con la firmeza [...]” Sólo se aceptaba, e incluso auspiciaba, una federación — con 
el significado de confederación— entre los pueblos de América” El Congreso de Córdoba no tuvo mejor suerte 
que el anterior. Lo sepultó el Tratado del Cuadrilátero del 25 de enero de 1822. 


José M. Portillo Valdés, “Ex unum, pluribus :Revoluciones constitucionales y disgregación de las 

Monarquías iberoamericanas” en Javier Fernández Sebastián (Dir), Diccionario político y social 
del mundo iberoamericano. La era de las revoluciones, 1750-1850, Madrid: Fundación Carolina; 
Sociedad Estatal de Conmemoraciones Culturales; Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 
2009, pp. 307, 311-315. 


No es habitual que el conglomerado atlántico ibérico figure en los manuales de historia que se ocupan del 
nacimiento del moderno constitucionalismo. Suele ser lo habitual que entre la revolución iniciada en vVirgi- 
nia en 1776 y la concluida en Francia en 1799 se agote el panorama, al menos en una primera aproximación. 
Si entran luego otras experiencias, europeas sobre todo, lo hacen como variantes del tema general marcado 
por la revolución por antonomasia, la francesa de 1789. No es tampoco este signo exclusivo de nuestro tiem- 
po, pues fue el pensamiento ilustrado, en realidad, el primero en desconfiar de las posibilidades del mundo 
ibérico para el acceso a la modernidad. De hecho, sobre todo España a la Ilustración europea le causó todo un 
problema de interpretación. De ahí lo sorprendente de los experimentos constitucionales que se produjeron 


en el Atlántico ibérico desde la crisis de sus respectivas monarquías a comienzos del siglo XIX. Desde 1808 
y hasta 1825 se produjeron en ese espacio múltiples ensayos constitucionales en los que se ideó una gran varie- 
dad de fórmulas de articulación política de distintos espacios —locales, provinciales, estatales, nacionales- y de 
modos de entender el poder, su ejercicio y su distribución. Dicho de otro modo, a pesar de la desconsideración 
historiográfica actual, el Atlántico ibérico se convirtió en el más fructífero laboratorio constitucional durante 
las dos primeras décadas del siglo XIX. 


[...] 


Es constatación repetida en las distintas aproximaciones a la historia de este concepto la sustancial trans- 
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formación semántica que sufrió entre sus acepciones más generalizadas a mediados del siglo XVIII y las que 
se fueron haciendo más habituales desde las décadas finales y las primeras del siguiente siglo. Las fuentes de 
información más primarias, como ediciones de diccionarios y textos divulgativos (proclamas, catecismos polí- 
ticos, folletos) constatan en todos los casos que constitución pasó de significar principalmente las normas que 
ordenaban el funcionamiento de cualquier corporación a contener en sí el mensaje que quedó lapidariamente 
fijado en el artículo anteúltimo de la Declaración de Derechos del Hombre y el Ciudadano de 1789 y que in- 
formaba que debían garantizarse derechos y distinguirse poderes para poder entrar en el club de las sociedades 
que tenían constitución. 


[...] 


Uno de los vehículos preferentes para el ingreso en una nueva dimensión semántica del término «consti- 
tución» lo ofreció la economía política. No era desde luego el área católica la más adaptada de entrada para 
asimilar el discurso y la filosofía que esta nueva ciencia estaba cimentando en la república de las letras europea; 
menos aún la Monarquía española, debido a su connotada asimilación de la religión como auténtica consti- 
tución de la misma. Si la auténtica razón de Estado de la monarquía católica había sido tradicionalmente, en 
puridad, una razón de religión, debía previamente hacerse un reciclado de categorías morales esenciales antes 
de poder siquiera acercarse a los postulados de la nueva filosofía que venía empaquetada conjuntamente con 
el descubrimiento de la economía política; dicho de otro modo, el mensaje que entre Isaac Newton, John Loc- 
ke, Pierre Bayle y Bernard de Mandeville se abría paso entre finales del seiscientos y primeras décadas del siglo 
XVIII y que colocaba al individuo como eje de una nueva reflexión moral difícilmente podría tener nicho 
propio en una cultura política y filosóficamente determinada por la peculiar razón de religión de la Monar- 
quía católica. Siendo esto así, el desarrollo posterior de los fundamentos de un nuevo humanismo basado en 
el interés y la racionalidad individual aplicada a la gestión de las pasiones, basamento de la sociedad comer- 
cial, precisaba de especial digestión para su asimilación hispana. Esto significaba que David Hume, Voltaire o 
Adam Smith no tenían asegurado, ni mucho menos, el éxito en ese espacio. 


[a] 


Un caso notable, que ha sido referencia para varias de las aproximaciones a la historia atlántica de este 
concepto, fue el de Victorián de Villava. Aragonés de nacimiento, profesor de Código en la Universidad de 
Huesca, corregidor en Tarazona de la Mancha (Albacete, España) y fiscal en la Real Audiencia de Charcas (La 
Plata, hoy Sucre, Bolivia), Villava fue un personaje atlántico de finales del siglo XVIII [...] Durante su desem- 
peño como fiscal en La Plata, el aragonés, además de montar una campaña jurídica y política contra la práctica 
de la mita —el trabajo compulsivo en las minas de Potosí a que era sometida parte de la población indígena del 
área—, escribió un texto que, aunque inédito hasta 1822, tuvo una indudable influencia en destacados perso- 
najes de la generación que vivió la crisis de la Monarquía, como Mariano Moreno o Camilo Henríquez. En sus 
Apuntes para una reforma de España (1797), Villava proponía reordenar la Monarquía de modo que fuera 
capaz de contener el furor revolucionario desatado en Europa desde Francia. El antídoto para la revolución, 
venía a decir el aragonés, era la constitución. 


Tras haber promovido el estudio de la economía política, el derecho natural y de gentes y otras ciencias 
modernas en la universidad y la Sociedad Económica Aragonesa, desde La Plata Villava propuso dar a la 
Monarquía una nueva corporeidad política a través de instancias provinciales y nacionales de representación. 
A diferencia de otros ilustrados españoles, incluía en ello América a través de una conversión de las audien- 
cias en parlamentos territoriales. En definitiva, Villava estaba proponiendo organizar la Monarquía a través 
de un sistema de representación política y formas de autonomía que tendrían su continuidad a partir de la 
transformación constitucional surgida de la crisis. No obstante, no era desde luego algo tan excéntrico, pues la 
autonomía se había practicado en diferentes versiones como forma organizativa de la compleja relación entre 
Monarquía y territorios, como en el caso de Aragón hasta comienzos de la centuria, quedando entonces aún 
perfectamente vivo el rastro de los territorios forales vascos y navarro. No hacía tampoco tanto que, en aquella 
misma área andina del Alto Perú desde donde escribía Villava, la revolución indígena había establecido for- 
mas efectivas de autogestión del territorio en el contexto monárquico. 


[...] 


Desde la década final del siglo XVIII, de manera creciente el término de constitución fue arrimándose 
conceptualmente más al requerimiento expresado en el artículo 16 de la Declaración francesa traducida por 


Nariño. No significa esto que su sentido más tradicional de organización de cualquier corporación, civil o ecle- 
siástica, despareciera. Al contrario: constitución seguiría significando sobre todo esto, especialmente cuando 
se hacía coincidir como predicado de cualquier sujeto corporativo («Constitución de Vizcaya», por ejemplo). 
Lo que de la mano de la economía política se había impuesto era la idea de la conveniencia de un orden consti- 
tucional que introdujera los principios necesarios para el desenvolvimiento de la nueva sociabilidad comercial 
basada en el interés particular y la propiedvad; todo ello coexistiendo con definiciones y concepciones de la 
constitución como norma corporativa y con una aversión creciente a la palabra misma en los ámbitos más 
proclives al despotismo ministerial. 


José Carlos Chiaramonte, Nación y Estado en Iberoamérica. El lenguaje político en tiempos de las 
independencias, Buenos Aires: Sudamericana, 2004, pp. 60-70 


La mayor parte de los escollos que complican las tentativas de realizar una historia de los Estados iberoame- 
ricanos provienen, sin embargo, de la generalizada confusión respecto del uso de época -de la época de la 
Independencia- de las nociones de nación y Estado, confusión en buena medida derivada de otra que atañe al 
concepto de nacionalidad. 

Par expresarlo sintéticamente al comienzo de estas páginas, la confusión es efecto del criterio de presuponer 
que la mayoría de las actuales naciones iberoamericanas existía a desde el momento inicial de la Independen- 
cia [...] Esto se observa en la falta de atención que se ha concedido a cuestiones como la de la emergencia, en 
el momento inicial de las independencias, de entidades soberanas en el ámbito de ciudad o de provincias, y sus 
peculiares prácticas políticas. Circunstancia que, para un intento comparativo como el de este trabajo, obliga 
a recurrir predominantemente a la información contenida en la historiografía del siglo XIX o de la primera 
mitad del pasado. 

Del 

Estamos ante un tema cuyo concepto central, el de Estado, ha sido una de las muletillas más frecuenta- 
das por los historiadores para designar realidades muy distintas: gobiernos provisorios, alianzas transitorias y 
otros expedientes políticos circunstanciales. Como lo hemos observado en un trabajo respecto del Río de la 
Plata, entre 1810 y 1820, lejos de encontrarnos ante un Estado rioplatense estamos ante gobiernos transitorios 
que se suceden en virtud de una proyectada organización constitucional de un nuevo Estado que, o se posterga 
incesantemente, o fracasa al concretar una definición constitucional. Una situación, por lo tanto, de provisio- 
nalidad permanente, que une débilmente a los pueblos soberanos, y no siempre a todos ellos. 

local 

aun cuando parte de los actores políticos de la primera mitad del siglo XIX leían con simpatía y solían citar 
a los autores de las modernas teorías del Estado, por lo general en su acción política no partían, pues no tenían 
en verdad de donde hacerlo, de una composición de lugar individualista, atomística, del sujeto de la soberanía, 
sino de la realidad de cuerpos políticos, con todo lo que de valor corporativo tiene la expresión que utilizamos. 

[...] 

Desde la Nueva España hasta el Río de la Plata, como es sabido, la nueva legitimidad se buscó por medio de 
la prevaleciente doctrina de la reasunción del poder por los pueblos. Concepto éste, el de pueblo, por lo común 
sinónimo del de ciudad. 

[<] 

Sustentadas entonces por una antigua tradición hispánica, pero sobre todo alentadas por el ejemplo de 
la insurgencia de las ciudades españolas ante la invasión francesa, las respuestas americanas a la crisis de la 
monarquía castellana, al amparo de esa doctrina, se expresan en las iniciales pretensiones autonómicas de las 
ciudades, pretensiones que van del simple autonomismo de unas en el seno de la monarquía, hasta la indepen- 
dencia absoluta de otras. En estas primeras escaramuzas, que se repetirán en el Río de la Plata, Chile, Vene- 
zuela y Nueva Granada, están ya esbozados algunos de los factores, y escollos, del proceso de construcción de 
los posibles nuevos Estados. El primero, conviene insistir, el problema de la legitimidad del nuevo poder que 
reemplazaría al del monarca, marcaría el cauce principal en que se desarrollarían las tentativas de conforma- 
ción de los nuevos Estados y los conflictos en torno a ellas. Ya fuera durante el tiempo, de variada magnitud 
según los casos, en que el supuesto formal fue el de actúa en lugar, o en representación, del monarca cautivo, 
ya cuando se asumiera plenamente el propósito independentista, la doctrina de la reasunción del poder por 
los pueblos, complementaria de la del pacto de sujeción, fundamentaría la acción de la mayor parte de los 
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participantes de este proceso. 

Frente a ella, las ciudades principales del territorio -Santa Fe de Bogotá, Caracas, Buenos Aires, Santiago 
de Chile, México...-, sin perjuicio de haberse apoyado inicialmente en esa doctrina, darían luego prioridad al 
concepto de la primacía que les correspondía como antigua “capital del reino” -según lenguaje empleado en 
Buenos Aires y en México. Y, consiguientemente, los conflictos desatados por esta autoadjudicación del papel 
hegemónico en el proyectado proceso de construcción de los nuevos Estados, frente a la pretensión igualitaria 
de las demás ciudades fundada en las normas del derecho de gentes -cimiento de lo actuado en esta primera 
mitad del siglo-, cubrirían gran parte de las primeras décadas de vida independiente. 

lez] 

La antigua tradición que explicaba el origen del poder como una facultad soberana emanada de la divinidad, 
recaída en el “pueblo” y trasladada al principe mediante el pacto e sujeción, al dar lugar a la figura de la retro- 
versión del poder al pueblo -en casos de vacancia del trono o de la anulación del pacto por causa de la tiranía 
del príncipe-, devino inevitablemente en Iberoamérica en una variante por demás significativa, expresada por 
el plural pueblos. La literatura política del tiempo de la Independencia aludía, justamente, a la retroversión del 
poder a “los pueblos, en significativo plural que reflejaba la naturaleza de la vida económica y social de las In- 
dias, conformada en los límites de las ciudades y su entorno rural, sin perjuicio de los flujos comerciales que las 
conectaban. Esos pueblos que habían reasumido el poder soberano se habían también dispuesto de inmediato 
a unirse con otros pueblos americanos en alguna forma de Estado o asociación política de otra naturaleza, 
pero que no implicara la pérdida de esa calidad soberana. 

Esta tendencia a preservar la soberanía de los “pueblos” dentro de los posibles Estados por erigir, si bien se 
apoyaba naturalmente en una antigua tradición doctrinaria y una no menos antigua realidad de la monarquía 
castellana -cuyo poder soberano se ejercía sobre un conjunto de “reinos” o “provincias” muchos de los cuales 
conservaban su ordenamiento jurídico político en el seno de la monarquía-, era sin embargo impugnable por 
doctrinas propias de corrientes más recientes del iusnaturalismo, que formaban parte de la teoría moderna 
del Estado, las que postulaban la indivisibilidad de la soberanía y juzgaba su escisión, territorial o estamental, 
como una fuente de anarquía. 

El dogma de la indivisibilidad de la soberanía se encarnaba en elites políticas de las ciudades capitales -a 
veces con apoyo en parte de las elites de otras ciudades -que proyectaban la organización de un Estado cen- 
tralizado bajo su dirección; aunque para las fuerzas rivales del resto de las ciudades, la posible modernidad 
de aquella postura no se distinguía muy bien de lo que algunas denunciaban como un “despotismo” heredero 
del de la monarquía. De tal manera, frente a la emergencia de las tendencias centralizadoras en las ciudades 
capitales, las propuestas iniciales de las otras ciudades apelaron a la figura de la confederación. Así se dio en 
prácticamente casi toda Hispanoamérica, como lo muestran los casos de México, la Nueva Granada, Vene- 
zuela, el Río de la Plata o Chile. 

[a] 

Hasta el momento en que la Constitución de Filadelfia inaugurara esa forma inédita de resolver el dilema 
de la concentración o desconcentración del poder que conocemos como federalismo norteamericano -y que 
da origen a la aparición en la historia de un nuevo sujeto de derecho internacional, el Estado federal-, los 
tratadistas políticos sólo utilizaban la palabra federalismo para referirse a la confederación -unión de Estados 
independientes- y utilizaban sinonímicamente los vocablos federación y confederación. 

Por eso, encontramos en los editores norteamericanos de El Federalista una distinción de términos que 
puede sorprendernos. Se trata de su uso, al relacionarlos, con una acepción extraña a nuestro criterio actual: 
lo federal opuesto a lo nacional, entendiendo por “federal” lo confederal, y por nacional el Estado federal 
que proponían sus autores. Por ejemplo, al considerar qué carácter de gobierno es el propuesto en la nueva 
Constitución que habría de reemplazar los Artículos de Confederación..., Madison observa que, si se consi- 
dera según sus fundamentos, el nuevo sistema seguiría siendo federal [esto es, para nosotros, confederal] y no 
nacional [federal], dado que la ratificación de la nueva Constitución sería efectuada no por los ciudadanos 
norteamericanos en cuanto tales, sino como pueblo de cada Estado. 
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Contestación del Virrey Baltasar Hidalgo de Cisneros al oficio solicitando la autorización a la 
4 celebración del Cabildo abierto del 22 de mayo de 1810. [Archivo General de la Nación (1927), 
Acuerdos el extinguido Cabildo de Buenos Aires, Serie IV, Tomo IV, 1810-1811, Buenos Aires: Gmo. 
Kraft, pp. 122-123] 


Fiel y generoso Pueblo de Buenos Ayres. Las ultimas noticias de los desgraciados sucesos de nuestra Metro- 
poli, comunicadas al Publico de orden de este Superior Govierno, hán constristado sobre manera vuestro ani- 
mo, y os hán hecho dudar de vuestra situacion actual, y de vuestra suerte futura [...] y vuestro representantes 
que velan constantemente sobre vuestra prosperidad, y que desean con el maior ardor conservar el orden, la 
integridad de estos Dominios vajo la dominacion del Señor Don Fernando Septimo, han obtenido de Exelen- 
tisimo Señor Virrey permiso franco para reuniros en un Congreso. Yá estais congregados: hablad con toda 
libertad, pero con la dignidad que os és propia haciendo ver que eres un Pueblo savio, noble, docil, y generoso. 
Vuestro principal objeto deve ser precaver toda division, radicar la confianza entre el Subdito, y el Magistra- 
do, afianzar vuestra union reciproca, y la de todas las demas Provincias, y dexar expeditas vuestras relaciones 
con los Virreinatos del Continente. Evitad toda innovacion, ó mudanza, pues generalmente son peligrosas, y 
expuestas á division [...] Tened por cierto que no podreis por ahora subsistir sin la union con las Provincias 
interiores del Reyno, y que vuestras deliberaciones serán frustradas sino nacen de la Ley, ó del consentimiento 
general de todos aquellos Pueblos. 


Intervención de Juan José Castelli en el Cabildo abierto del 22 de mayo de 1810. [“Informe ma- 
5 nuscrito de los ex ministros de la Real Audiencia Pretorial de Buenos Aires, referente a la revo- 
lución de mayo”, en Carlos Pueyrredón (1953), 1810 la revolución de mayo: según amplia documenta- 
ción de la época, Buenos Aires: Peuser, p. 611.) 


Desde que el señor Infante Dn. Antonio había salido de Madrid, había caducado el Gobierno Soberano de 
España; que ahora con mayor razón debía considerarse haber expirado, con la disolución de la Junta Central, 
porque además de haber sido acusada de infidencia por el pueblo de Sevilla, no tenía facultades para el estable- 
cimiento del Supremo Gobierno de Regencia; ya porque los poderes de sus vocales eran personalísimos para el 
Gobierno y no podían delegarse, y ya por la falta de concurrencia de los Diputados de América en la elección y 
establecimiento de aquel Gobierno; deduciendo de aquí su ilegitimidad y la reversión de los derechos de la So- 
beranía al Pueblo de Buenos Aires y su libre ejercicio en la instalación de un nuevo Gobierno, principalmente 
no existiendo ya como se suponía no existir la España en la denominación del señor Dn. Fernando Séptimo. 


6 [Mariano Moreno], [“Sobre el Congreso convocado, y Constitución del Estado”] Gazeta de Bue- 
nos, noviembre y diciembre 1810. [Chiaramonte, José Carlos (2007). Ciudades, provincias, Esta- 
dos: Orígenes de la Nación Argentina. Buenos Aires: Emecé, pp. 92-103 (pp. 92, 96-98] 


Los progresos de nuestra expedición auxiliadora apresuran el feliz momento de la reunión de los diputados, 
que deben reglar el estado político de estas provincias [...] El desprecio de los sabios, y el odio de los pueblos 
precipitarán en la ignominia y en un oprobio eterno, a los que malogrando momentos, que no se repiten en 
muchos siglos, burlasen las esperanzas de sus conciudadanos, y diesen principio a la cadena de males que nos 
afligirían perpetuamente, si una constitución bien calculada no asegurase la felicidad de nuestro futuro desti- 
no [...] Esjusto que los pueblos esperen todo bueno de sus dignos representantes; pero también es conveniente, 
que aprendan por sí mismos lo que es debido a sus intereses y derechos. Felizmente se observa en nuestras 
gentes, que sacudido el antiguo adormecimiento manifiestan un espíritu noble dispuesto para grandes cosas, y 
capaz de cualesquier sacrificios, que conduzcan a la consolidación del bien general. Todos discurren ya sobre 
la felicidad pública, todos experimentan cierto presentimiento, de que van a alcanzarla prontamente; todos 
juran allanar con su sangre los embarazos, que se opongan a su consecución; pero quizá no todos conocen, 
en qué consiste esa felicidad general a que consagran sus votos, y sacrificios; y desviados por preocupaciones 
funestas de los verdaderos principios, a que está vinculada la prosperidad de los estados corren el riesgo de 
muchos pueblos, a quienes una cadena de la más pesada esclavitud sorprendió en medio del placer, con que 
celebraba el triunfo de su naciente libertad. (...] No tenemos una constitución, y sin ella es quimérica la feli- 
cidad, que se nos prometa [...] Si nuestra asamblea se considera autorizada para reglar la constitución de las 
provincias que representa, ¿será tiempo oportuno de realizarla, apenas se congregue? ¿Comprometerá esta 
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obra los deberes de nuestro vasallaje? ¿O la circunstancia de hallarse el Rey cautivo armará a los pueblos de 
un poder legítimo, para suplir una constitución, que él mismo no podría negarles?[...] Pero si el congreso se 
redujese al único empeño de elegir personas, que subrogasen el gobierno antiguo, habría puesto un término 
muy estrecho a las esperanzas, que justamente se han formado de su convocación [...] La reunión de estos [los 
Diputados de los Pueblos] concentra una representación legítima de todos los pueblos, constituye un órgano 
seguro de su voluntad, y sus decisiones, en cuanto no desmientan la intención de sus representados, llevan el 
sello sagrado de la verdadera soberanía de estas regiones. Así pues revestida esta respetable asamblea de un 
poder a todas luces soberano, dejaría defectuosa su obra, si se redujese a elegir gobernantes, sin fijarles la cons- 
titución y forma de su gobierno. 


La absoluta ignorancia del derecho público en que hemos vivido, ha hecho hacer ideas equivocas acerca de 
los sublimes principios del gobierno, y graduando las cosas por su brillo, se ha creído generalmente el soberano 
de una nación, al que la gobernaba a su arbitrio. Yo me lisonjeo, que dentro de poco tiempo también serán fa- 
miliares a todos los paisanos ciertos conocimientos, que la tiranía había desterrado; entretanto debo reglar por 
ellos mis exposiciones, y decir francamente, que la verdadera soberanía de un pueblo nunca ha consistido sino 
en la voluntad general del mismo; que siendo la soberanía indivisible, e inalienable nunca ha podido ser pro- 
piedad de un hombre solo; y que mientras los gobernados no revistan el carácter de un grupo de esclavos, o de 
una majada de carneros, los gobernantes no pueden revestir otro que el de ejecutores y ministros de las leyes, 
que la voluntad general ha establecido [...] Aun los que confunden la soberanía con la persona del Monarca 
deben convencerse, que la reunión de los pueblos no puede tener el pequeño objeto de nombrar gobernantes, 
in el establecimiento de una constitución, por donde se rijan. 


Escrito del Diputado de Jujuy, Juan Ignacio de Gorriti, de fecha 4 de mayo, “exponiendo los graves 

males que entraña la aplicación del decreto sobre creación de Juntas provinciales y subalternas’, 
Buenos Aires, 4 de mayo de 1811. (Levene, Ricardo (1933). Los primeros documentos de nuestro fe- 
deralismo político. Humanidades (23), 11-50, pp. 35-36, 39-40] 


vido de las reiteradas instancias de la Ciudad, que tengo el honor de representar, hago en nombre suyo una 
formal reclamación de sus derechos; Yo me lleno de satisfacción al dirigir mi palabra á un Gobierno, que des- 
de los primeros momentos de su creación, hizo entender a los Pueblos, que su objeto era restituirles el pleno 
goce de sus prerrogativas; tanto más, cuando soy un testigo experimental de que sus promesas, no son voces 
insignificantes para imponer, sino genuinas expresiones de sus designios. Estos sin duda fueron los deseos de 
V.E. cuando en orden de primero de Febrero, mandó la erección de Juntas en todas las Ciudades, y Villas, que 
debiesen tener representación en el Congreso general. El objeto de esta determinación, fue poner en manos de 
los mismos Pueblos las riendas del Gobierno, para que impuestos en las necesidades de la Patria, e interesados 
en su remedio, aplicasen los medios más adecuados, y desapareciesen los tristes monumentos de la indolencia 
de los antiguos Gobernadores. Pero no siempre las medidas de los hombres salen ajustadas a sus ideas: Tal ha 
sido esta. Ella ha producido efectos bien diferentes: á las Capitales de Provincia, no solo las ha puesto en estado 
de recoger todo el fruto que se deseaba, sino que dándoles una importancia, que no tenían, están capases de 
engrandecerse a expensas de la opresión de las subalternas, al paso que estas han sido sujetas á una servidum- 
bre, que no tenían, y han recibido una cadena mucho más pesada, que la que las oprimió bajo los antiguos 
Gobernadores. Por qué Señor Excelentísimo cuando muchas Ciudades obedecían á un Gobernador, la Ca- 
pital no gozaba otra preminencia respecto a las subalternas, que ser el asiento, o residencia ordinaria del Jefe; 
pero en razón de Ciudad á Ciudad, eran iguales los derechos de la Capital, y de la subalterna, ni aquella ejercía 
un solo acto de poder, y jurisdicción sobre estas; y ahora, á virtud de los artículos segundo, y nono, la Capital 
ejerce actos de verdadera dominación sobre las subalternas [...] Hemos proclamado la igualdad de derechos 
de todos los Pueblos, y está en oposición con nuestros principios un orden que exalta á unos, y deprime á los 
mas. Es injusto, por que se falta en el punto mas esencial á los pactos con que todas las Ciudades se unieron 
á este govierno. La idea sola de esta desigualdad los habría alarmado, si hubieran estado capases de concebir, 
que la libertad, que se les ofrecía, iba a tener tal terminación. Pero avanzo más mi proposición: el rango en que 
están constituidas las Juntas Provinciales, ataca directamente la ley fundamental de nuestro sistema: á virtud 
de él, todo el Pueblo debe elegir el Gobierno que lo ha de regir, y el reglam.to de que tratamos, da al Pueblo de 
la Capital exclusivamente el derecho de nombrar los que han de gobernar á toda la Provincia; cuyo cuerpo ha 
sufrido el despojo de sus derechos [...] No veo, repito, un solo inconveniente para que cada ciudad se entien- 
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da directamente con el gobierno supremo. Santafé, Corrientes, Lujan, toda la Banda oriental, se entienden 
directamente con esta Junta superior, sin que necesiten una mano intermedia: y así sus asuntos circulan con 
rapidez y experimentan las ventajas de él actual sistema. ¿Por qué no lograrán igual suerte todas las demás 
Ciudades, si todas tiene iguales derechos? Se podrá objetar que vamos a tocar [cambiar] en el Sistema federa- 
ticio: pero yo repongo que vamos a estrechar y fortificar la unión de todo el Cuerpo del estado con el gobierno 
supremo constituido por los mismos pueblos. Este queda hecho el centro de la unidad: el punto único á donde 
han á terminar todas las relaciones de cada pueblo. Vamos á dar una forma simple, y mui sencilla al sistema; 
y adelantamos un paso mui glorioso hacia la libertad política á que aspiramos; cuando la dependencia en que 
tenemos á las Ciudades no dista una línea del federalismo que es el término de la servidumbre. 


Réplica de Funes, 13 de abril de 1811. [Levene, Ricardo (1933). Los primeros documentos de 
nuestro federalismo político. Humanidades (23), 11-50, pp. 43, 50] 


Sin duda ha tenido mucha parte en esta solicitud la idea equivocada que de las intenciones de Vuestra Ex- 
celencia [se refiere a la Junta de Gobierno) se forma el Sr. Diputado, creyendo haber dispuesto con la creación 
de Juntas, se restituye á los pueblos el pleno goce de sus prerrogativas [...] Cuando V. E. adopto el [...] (sistema) 
[...] de Juntas no fue su ánimo barrenar la antigua constitución que nos gobierna; así porque esto traspasaba 
sus límites, como por que (nada hubiese sido mas desastrado, como) (otra) nueva: Pero, si fue [...] hacer una 
modificación que sin alterar substancialmente la forma de gobierno, sacase á los Pueblos de aquel entorpeci- 
miento á que los había reducido [...] la tiranía [...] El Sr. Diputado se ha separado de este plan, y en materia tan 
delicada nos da otro original suyo. [...] Esto mismo debía hacerlo sospechar que no [...] (debe ser) cosa muy 
buena, si no fuese cierto que para los Padres siempre son perfectos sus criaturas. Pero lo cierto es, que quitando 
el enunciado plan el anillo intermedio de las Provincias ataca de frente la única constitución que tenemos, 
desorganiza el estado, lo reduce a la anarquía, y pone en desorden el sistema de las leyes. ¿Quién negará que las 
Intendencias y Gobiernos so(n) una parte esencial de la constitución? Pues menos negara que aniquiladas esas 
Magistraturas vendrá a precipitarse el estado en el desorden y confusión [...] Todos estamos de acuerdo en que 
á la Nación se le debe [...] (infundir) un mismo espíritu y un mismo interés [...] Este feliz resultado debe re- 
conocer por principio la mas estrecha trabazón de sus partes y será (siempre) un misterio incomprensible a la 
razón ver las mas estrechadas donde son menos los puntos que las unen. Esto es precisamente lo que pretende 
el Sr. Diputado con su inaudito sistema. Quitando del medio las Intendencias rompe, uno de los [...] (anillos), 
y dejando a las ciudades aisladas en si mismas solo las viene á atar con un centro lejano. 


Copia de las instrucciones que dieron los Pueblos Orientales a sus representantes para la S.[o- 

berana]A.[samblea] C.[onstituyente] en 5 de abril de 1813. [Chiaramonte, José Carlos (2007). 
Ciudades, provincias, Estados: Orígenes de la Nación Argentina. Buenos Aires: Emecé, pp. 142-143] 
1° Pedirán la declaración absoluta de la independencia de la Corona de España, y familia de los Borbones. 


23 No admitirán otro sistema, que el de Confederación para el pacto recíproco con las Provincias, que formen 
nuestro Estado. 


3* La Religión Católica Apostólica Romana será la preponderante. Y así no admitirán otra. 


4* Como el objeto y fin del Gobierno debe ser conservar la libertad, igualdad, y seguridad de los Ciudadanos, 
y los Pueblos, cada Provincia formará su Gobierno bajo esas bases, a más del Gobierno Supremo de la Nación. 


5a Así este, como aquel se dividirá en Poder Ejecutivo, Legislativo, y Judicial. 
6* Estos tres resortes jamás podrán estar unidos contra si, y serán independientes en sus facultades. 


7* El Gobierno Supremo entenderá solamente en los negocios generales del Estado. El resto es peculiar al 
Gobierno de Cada Provincia. 


8* El despotismo militar será precisamente aniquilado con trabas constituciones, que aseguren inviolable la 
soberanía de los Pueblos. 


9° Que esta Provincia retiene su soberanía, libertad, e independencia, todo poder, jurisdicción, y derecho, que 
no es delegado expresamente por la confederación a las Provincias Unidas, juntas en congreso. 


10* Que esta Provincia por la presente entra separadamente en una firme liga de amistad con cada una de 
las otras para su defensa común, seguridad de su libertad, y para su mutua, y general felicidad, obligándose a 
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asistir a cada una de las otras contra toda violencia, o ataques hechos sobre ellas, o sobre alguna de ellas por 
motivo de Religión, soberanía, trafico, o algún otro pretexto cualquiera que sea. 


11° El sitio del Gobierno no será en Buenos Aires. 


122 La constitución garantirá la soberanía, libertad, e independencia de los Pueblos su felicidad y prosperidad 
con estatutos de la fuerza competente. 


13* Solo a los Pueblos será reservado sancionar la constitución general. 


14° Que el Poder Ejecutivo de las Provincias Unidas se compondrá de un solo individuo, ejerciendo este su 
oficio por el término de un año debiendo ser elegido por los Pueblos, y sorteado de entre los que nombren, a 
fin de que turne por todos los individuos de las Provincias Unidas el tal empleo, y no se haga hereditario a los 
de una sola que exija la preferencia, pues todos / deberán ser iguales. 


15° Que los individuos, que compongan la Sala del Senado, y Sala de representantes de las Provincias Unidas 
serán también elegidos por los Pueblos libres, y no por la Asamblea Soberana Constituyente. 


16* Que ninguna tasa o derecho se imponga sobre los artículos exportados de una Provincia a otra, ni que 
ninguna preferencia se dé por cualquiera regulación de comercio, o resta a los Puertos de una Provincia sobre 
la de otra, ni los Barcos destinados de esta Provincia a otra, serán obligados a entrar a anclar o pagar derecho 
en otra. 


17° Que todos los dichos derechos impuestos, y sisas que se impongan a las introducciones extranjeras serán 
iguales en todas las Provincias Unidas debiendo ser recargadas todas aquellas, que perjudiquen nuestras artes 
o fábricas, a fin de dar fomento a la industria de nuestro territorio. 


18* Que esta Provincia tendrá su constitución territorial: y que todos los habitantes de ella teniendo aquellas 
cualidades, y que se establecieren en la forma de gobierno tiene un derecho igual para los empleos, y oficios, y 
ser elegidos en ellos. 


19* No se presentará en la Asamblea Constituyente como Diputado de la Nación, sino como representante de 
este Pueblo, porque no aprobamos el decreto de ocho de Marzo, que se halla inserto en el Redactor del sábado 
trece del mismo. 


20* No se extenderán sus facultades a las de legislar, pues tan solo se las damos, para formar la constitución 
de Gobierno, que debe regirnos, activar la fuerza del Ejército de las Pro/vincias Unidas, a fin de libertar los 
Pueblos oprimidos, y residenciar los anteriores gobiernos. 


21* Prestara toda su atención, honor, fidelidad, y religiosidad a todo cuanto crea o juzgue necesario para pre- 
servar a esta Provincia las ventajas de libertad, y mantener un gobierno libre, de piedad, justicia, moderación, 
templanza, industria, y frugalidad: asimismo procurará tener sus conferencias particulares con los otros Di- 
putados de este territorio, con el fin de hermanarse en estas mismas ideas, y caminar de acuerdo al logro de la 
felicidad de esta Provincia, y bien común. 


Así lo esperamos los habitantes de ella, y desde luego lo hacemos responsable delante de nosotros, y de la Patria 
de cualesquiera deliberación, que directa, o indirectamente les sea opuesta. 


1 Constitución de las Provincias Unidas en Sud-América (1819) 


SECCION 1. Religion del Estado. 


Art. I.— La religión católica apostólica romana es la religion del Estado. El gobierno le debe la mas eficaz y 
poderosa protección; y los habitantes del territorio todo respeto, que, qualesquiera que sean sus opiniones 
privadas. 

II. La infraccion del artículo anterior será mirada como una violacion de las leyes fundamentales del pais. 
SECCION V. Declaracion de derechos. 

CAPITULO I. Derechos de la Nacion. 

CV. La Nacion, en quien originariamente reside la Soberanía, delega el exercicio de los Altos Poderes que la 
representan á cargo de que se exerzan en la forma la Constitucion; de manera que ni el Legislativo puede avo- 
carse el Executivo ó Judicial; ni el Executivo perturbar mezclarse en éste ó el Legislativo; ni el Judicial tomar 
parte en los otros dos: contra lo dispuesto en esta Constitucion. 
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